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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico a 31 de enero de 2020. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones el señor Roberto 

Quiñones Rivera (en adelante, señor Quiñones Rivera o recurrente) 

mediante el presente recurso de revisión judicial. Nos solicita que 

revisemos la determinación emitida el 11 de enero de 2019, notificada el 

24 de enero de 2019, por la División de Remedios Administrativos del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación (División o recurrido). En la 

misma se denegó su solicitud de reconsideración, por entender que la 

determinación emitida por la evaluadora, al declararse sin jurisdicción 

para atender los reclamos del señor Quiñones Rivera, era la correcta.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

confirmamos el dictamen recurrido. 

I 

 

El 4 de diciembre de 2018, el señor Quiñones Rivera presentó la 

solicitud de remedio administrativo B-1927-18 ante la División. En la 

misma solicitó la revisión de tres asuntos, a saber: la decisión final del 

Comité de Clasificación y Custodia (CCT) notificada el 15 de noviembre 
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de 2018; y de dos querellas disciplinarias de 2012, 209-12-282 y 209-12-

3661.  

Consecuentemente, el 12 de diciembre de 2018, la División 

determinó que no tenía jurisdicción para atender su solicitud, y dispuso:  

Regla XIII Sección 5- El Evaluador tiene la facultad para 
desestimar las siguientes solicitudes:  
 
C- Por falta de jurisdicción, según se define en la regla VI de 
este reglamento. Cuando no haya agotado el trámite 
administrativo concedido por otros reglamentos, excepto 
cuando se refiera al incumplimiento del trámite 
correspondiente ante aquel organismo. Sr. Quiñones, 
conforme al “Manual de Clasificación de Confinados, #9033 
del 18 de junio de 2018, Sección V (A) #2, “Procedimiento 
de Apelación”, establece, “Si el confinado decide apelar la 
decisión del comité deberá seguir el procedimiento a 
continuación, A- El confinado someterá una apelación por 
escrito no más tarde de diez (10) días laborales después de 
la fecha en que reciba la decisión de la Clasificación. 
 
4-El Supervisor de la Unidad Sociopenal de la Institución 
deberá:  A- Proveer al confinado copia de la decisión sobre 
la apelación y el formulario de apelación cumplimentado; 
notificar al confinado sobre su derecho a solicitar 
reconsideración de la decisión final ante la división de 
clasificación central dentro del término de veinte (20) días 
subsiguientes o a presentar una solicitud de revisión judicial 
ante el tribunal apelativo dentro del periodo de treinta (30) 
días. Debe seguir el proceso establecido en el Manual.”2 
 
No conteste con la referida respuesta, el señor Quiñones Rivera 

solicitó reconsideración. Sostuvo que la División sí tenía jurisdicción para 

revisar la determinación del CCT y, además que existía un incumplimiento 

del trámite correspondiente con relación a las querellas 209-12-282 y 209-

12-3663. En virtud de lo anterior, el 11 de enero de 2019, notificado el 24 

del mismo mes y año, el foro recurrido denegó la reconsideración y 

dictaminó:  

Se confirma respuesta emitida por la evaluadora, conforme 
a lo expuesto en la solicitud de reconsideración. El 
confinado debe agotar procedimientos administrativos del 
Reglamento Disciplinario. La División de Remedios 
Administrativos no tiene jurisdicción en este asunto.4  
 

 
1 Apéndice Recurrente, Anejo 1. 
2 Íd, Anejo 2. 
3 Íd, Anejo 3. 
4 Íd, Anejo 4.  
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Inconforme con el referido dictamen, el recurrente compareció ante 

nos mediante el presente recurso de revisión judicial. Señaló la comisión 

de los siguientes errores:    

Erró la agencia recurrida al alegar que el recurrente “ha 

resultado incurso en varias querellas administrativas” y que 

“también cuenta con varios informes por actos de 

indisciplina”, lo cual una de ambas acusaciones es 

totalmente falsa. Ello entiéndase que las querellas 

administrativas no son lo mismo que las querellas 

disciplinarias.  

 

Erró la agencia recurrida al no proveerle al recurrente los 

informes de investigación sobre las querellas disciplinarias 

209-12-282 y 209-12-366, los cuales son documentos 

confeccionados por la Oficial de Querellas Jessie Montañez 

en relación al recurrente y parte de su expediente 

disciplinario, y que la investigación y su resultado sobre 

ambas querellas disciplinarias fueron discutidos en las 

Vistas Disciplinarias ante el Oficial Examinador de Vistas 

Disciplinarias y no responden a información confidencial, por 

lo que son parte de la naturaleza y extensión de una 

acusación como lo dispone la Sec. II del Art. II de la 

Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico.  

 

Erró la Agencia recurrida al continuar utilizando las querellas 

disciplinarias 209-12-282 y 209-12-366 para evaluar al 

recurrente habiendo sido estas producto de violaciones al 

debido proceso, y que luego de haber vencido el término 

para que el recurrente impugnara el procedimiento ilegal 

debido a la investigación como corresponde, éste advino en 

conocimiento de que el procedimiento disciplinario contra 

este fue uno ilegal y contrario al Reglamento Disciplinario y 

no tuvo oportunidad de impugnar el proceso por desconocer 

de ello al serle ocultado.  

 

Por su parte, el 25 de abril de 2019, compareció ante nos el 

Departamento de Corrección y Rehabilitación (DCR) por conducto del 

Procurador General (Procurador) mediante “Escrito en cumplimiento de 

orden”. Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

procedemos a resolver.   

II 

A 

La Sección 19 del Artículo VI de nuestra Constitución establece 

que será política pública del Estado reglamentar las instituciones penales 

para que sirvan su propósito de ofrecer tratamientos adecuados a los 

delincuentes para hacer posible su rehabilitación moral y social. A tales 
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fines, fue creada la Ley Núm. 116 de 22 de julio de 1974, según 

enmendada, conocida como la Ley Habilitadora de la Administración de 

Corrección, 4 L.P.R.A. sec. 1101 et seq., la cual facultó a la 

Administración de Corrección reglamentar los programas de diagnóstico, 

clasificación, tratamiento y rehabilitación de la población correccional. 4 

L.P.R.A. sec. 1112 (a) y (c); López Leyro v. E.L.A., 173 DPR 15, 28 

(2008); Cruz v. Administración, 164 DPR 341, 351-352 (2005). La Ley 116 

fue derogada por el Plan de Reorganización del Departamento de 

Corrección y Rehabilitación de 2011, que traspasó las facultades de la 

Administración al Departamento.     

Así pues, el Departamento de Corrección adoptó el Manual para la 

Clasificación de Confinados (Reglamento 8281) con vigencia del 30 de 

diciembre de 2012, según enmendado por Reglamento Núm. 9033 de 18 

de junio de 2018. La clasificación de los confinados consiste en la 

separación sistemática y evolutiva de los confinados en subgrupos, en 

virtud de las necesidades de cada individuo y las exigencias y 

necesidades de la sociedad, desde la fecha de ingreso del confinado 

hasta la fecha de su excarcelación. Para lograr un sistema de 

clasificación funcional, el Departamento de Corrección tiene que ubicar a 

cada confinado en el programa y en el nivel de custodia menos restrictivo 

posible, sin menoscabar la seguridad y las necesidades de la sociedad, 

de los demás confinados y del personal correccional. Parte I, Reglamento 

8281.  Ello así, el Comité de Clasificación es el responsable de evaluar 

las circunstancias y necesidades de los confinados y de estructurar el 

plan institucional para cada uno de ellos. Todos los confinados son 

asignados a técnicos de servicios sociopenales, quienes completan la 

evaluación de la clasificación inicial y presentan sus recomendaciones de 

clasificación al Comité de Clasificación. Sec. 6, Reglamento 8281.  

En lo pertinente a la controversia ante nos, los Artículo IV y V de la 

Sección 6 del Reglamento 8281 disponen los remedios que ostentan los 

confinados para recurrir de una determinación del CCT.  El Art. IV 
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establece que el confinado que no esté de acuerdo con la decisión del 

CCT podrá apelar la decisión sobre el nivel de custodia. Deberá someter 

un escrito de apelación dentro de diez (10) días laborales después de la 

fecha en la que reciba la decisión al Supervisor de la Unidad Sociopenal. 

Luego, el Supervisor de la Unidad Sociopenal lo enviará al Supervisor de 

la División Central de Clasificación, quien emitirá una determinación. Una 

vez este resuelva la apelación, se le deberá notificar al confinado sobre 

su derecho a solicitar reconsideración ante la División de Clasificación 

Central dentro de los veinte (20) días de haber sido notificado, o solicitar 

revisión judicial en el Tribunal de Apelaciones, dentro de los treinta (30) 

días de haber sido notificado. Reglamento 8281, Sección 6, Artículo IV A.  

Si opta por solicitar reconsideración, el Artículo V de la Sección 6 

establece el proceso de esta. Del Confinado no estar de acuerdo con la 

decisión final del Supervisor de la Clasificación Central, este deberá 

presentar una petición por escrito estableciendo las razones para la 

misma ante el Supervisor de la Unidad Sociopenal dentro de los veinte 

(20) días subsiguientes al recibo de la decisión final. Dicha solicitud se 

remitirá al Especialista de Clasificación Central quien hará la 

determinación. Luego de ese proceso, el confinado tendrá treinta (30) 

días para solicitar revisión judicial ante nosotros. 

B 

De otra parte, con el propósito de mantener un ambiente de 

seguridad y orden en las instituciones del país, el Departamento de 

Rehabilitación y Corrección aprobó el “Reglamento Disciplinario para la 

Población Correccional”, Reglamento Núm. 7748 del 23 de septiembre de 

2009 (Reglamento 7748). Este reglamento establece de manera clara y 

específica las normas y procedimiento a seguirse en asuntos de 

disciplina.   

En lo pertinente a la controversia, la Regla 19 del Reglamento 

7748 establece el proceso de reconsideración de una parte afectada que 

está en desacuerdo con la decisión del Oficial de Examinador de Vistas 
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Disciplinarias. Este dispone que la parte afectada por la referida 

determinación podrá solicitar una reconsideración dentro del término de 

veinte (20) días contados desde la fecha de la notificación de copia de la 

Resolución.  

Además, la Regla 20 del Reglamento 7748 dispone el proceso de 

Revisión Judicial y dice:  

De la determinación final del Oficial Examinador en 
Reconsideración, podrá solicitar revisión ante el Tribunal de 
Apelaciones dentro del término de treinta (30) días 
calendarios contados a partir de la fecha del archivo de la 
copia de la notificación de la resolución final de la Agencia.  
 

C 

Finalmente, la División de Remedios Administrativos (División) se 

creó conforme las disposiciones de la legislación federal conocida como 

el Civil Rights of Institutionalized Persons Act, 42 U.S.C. 1997, et seq., 

cuya aplicación es extensiva a nuestra jurisdicción, en virtud de la Ley 

Orgánica de la Administración de Corrección, 4 L.P.R.A. sec. 1101, et 

seq., y como resultado de la estipulación estatal Ramón A. Martínez 

Torres v. Hernández Colón5, para atender cualquier queja o agravio que 

pudieran tener los confinados en contra de Corrección o sus funcionarios 

sobre cualquier asunto, incluyendo agresiones físicas y verbales.  

A esos efectos, se promulgó el Reglamento 8583 de 4 de mayo de 

2015, Reglamento para Atender Las Solicitudes de Remedios 

Administrativos Radicadas por los Miembros de la Población Correccional 

(Reglamento 8583).  En lo pertinente a la controversia de autos, el Inciso 

2 de la Regla VI establece que la División no tendrá jurisdicción para 

atender los siguientes asuntos:  

2. La División no tendrá jurisdicción para atender las 
siguientes situaciones:  
 

a. Cuando no haya agotado el trámite administrativo 
concedido por otros reglamentos, excepto que la 
solicitud se refiera al incumplimiento del trámite 
correspondiente ante aquel organismo.  

 
[…] 
 

 
5 INJUNCTION (PLEITO DE CLASE), PE86-1787; PE86-1911; PE86-1925; PE86-1927; 
PE86-1950; PE88-1397; PE81-1074; PE87-8; PE87-84 y PE87-135.   
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e. Cuando se impugne una decisión emitida por algún 
comité conforme a los reglamentos aprobados, según 
dispone la Ley de Procedimiento Administrativo 
Uniforme, excepto que la Solicitud de Remedio se 
refiera al incumplimiento del trámite correspondiente 
impuesto por un tribunal.  
 

III 
 

El señor Quiñones Rivera solicitó que ejerzamos nuestra función 

revisora para evaluar el dictamen de la División con relación a su solicitud 

de remedio administrativo. En dicha solicitud reclamó tres 

determinaciones diferentes, una del CCT y dos del Oficial Examinador de 

Vistas Disciplinarias. A su vez, el Procurador sostuvo que debía confirmar 

el dictamen del foro recurrido, pues la División carecía de jurisdicción para 

atender las referidas reclamaciones. Le asiste la razón, veamos.  

Como vimos, si un confinado está insatisfecho con la decisión del 

CCT este tiene que presentar un escrito de apelación ante la Oficina de 

Clasificación de Confinados. De continuar inconforme, tiene que presentar 

una reconsideración ante el Supervisor de la Unidad Sociopenal o un 

recurso de revisión judicial ante Nosotros. En el recurso de autos, el 

recurrente presentó un escrito de apelación ante la Oficina de 

Clasificación de Confinados el 4 de octubre de 2018, el cual fue denegado 

y notificado el 15 de noviembre de 2018, por lo que tenía 20 días para 

presentar una reconsideración, o 30 para solicitar revisión judicial ante 

nosotros, pero no lo hizo. En su lugar, intentó impugnar la decisión del 

CCT a través de la solicitud de remedio administrativo B-1927-18, lo que, 

según expusimos, es contrario al Reglamento 8583. En virtud de lo antes 

expuesto, el foro recurrido actuó correctamente al declararse sin 

jurisdicción.   

En cuanto al cuestionamiento de las querellas disciplinarias 209-

12-282 y 209-12-366, según el Reglamento 7748, la parte afectada tiene 

a su disposición el recurso de reconsideración. De estar inconforme con 

el resultado de la misma, tiene 30 días para presentar un recurso de 

revisión judicial.  Surge del expediente que, en la querella 209-12-282 el 

recurrente presentó una reconsideración el 18 de octubre de 2012, pero 
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fue denegada el 30 del mismo mes y año6. De dicha determinación no 

recurrió ante nosotros, por lo que se convirtió en final y firme. Por otra 

parte, la querella 209-12-366 fue notificada el 12 de diciembre de 20127, y 

no surge del recurso que el señor Quiñones Rivera haya solicitado 

reconsideración, por lo que también advino final y firme. No obstante, el 

recurrente impugnó ambas querellas en la solicitud de remedio 

administrativo B-1927-18 incumpliendo así con el Reglamento 7748. 

Ahora bien, en este caso particular ninguna de las querellas eran 

revisables, pues había expirado el término para ello, pero de haber estado 

en tiempo, la División carecía de jurisdicción para atender dichos 

reclamos dado que el señor Quiñones Rivera tenía que agotar el trámite 

administrativo concedido por el Reglamento 7748. 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la 

determinación recurrida.   

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.     

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
    Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 
 
 
 
 
 

 
6 Apéndice recurrido, págs. 13-51. 
7 Íd, pág. 52-59. 


